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I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 3 de agosto de 2004 una petición presentada por Doris Argelia Arévalo Sierra (en adelante “peticionaria” y “presunta víctima”), en contra del Estado de Honduras (en adelante “Estado” o “Estado hondureño” o “Honduras”), en la cual se alega que el Estado hondureño habría violado los derechos humanos de la presunta víctima, por haber cancelado su nombramiento como defensora pública sin observar el debido proceso conforme a la legislación interna sobre la Carrera Judicial.
2. La peticionaria sostiene que el Estado hondureño es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 (garantías judiciales), 13 (libertad de expresión), y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en concordancia con la obligación general establecida en los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento.

3. Por su parte, el Estado alega que la petición debe ser declarada inadmisible ya que la peticionaria no agotó los recursos de la jurisdicción interna. Asimismo sostiene que la peticionaria busca que la Comisión se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que la petición es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 3 de agosto de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 692-04. El 17 de octubre de 2006, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 13 de diciembre de 2006. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a la peticionaria.
6. Además, la CIDH recibió información de la peticionaria mediante comunicaciones de fechas  18 de marzo de 2005, 23 de junio de 2005, 24 de julio de 2007, 25 de julio de 2008, 9 de junio de 2009, 29 de junio de 2010, 7 de agosto de 2010 y 11 de febrero de 2011. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 

7. Asimismo, recibió información del Estado en las siguientes fechas: 26 de septiembre de 2007, 2 de noviembre de 2007, 11 de febrero de 2008, 8 de mayo de 2008, 16 de agosto de 2008, 20 de octubre de 2008 y 22 de octubre de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la peticionaria. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
La peticionaria
8. La peticionaria, abogada, sostiene que en cumplimiento de la Ley de la Carrera Judicial, el 7 de diciembre de 2000 se sometió a la evaluación para el cargo de defensora pública, y obtuvo un puntaje de 96% (en la escala de 1 a 100%). Fue hasta el 1 de febrero de 2002 que se produjo su nombramiento por la Corte Suprema y fue asignada a la ciudad de Tegucigalpa, Francisco Morazán. Indica que su desempeño como defensora fue calificado por el coordinador de la Defensa Pública como “diligente, puntual, en el horario de trabajo establecido, colaboradora, respetuosa, muy disciplinada y eficiente”.
9. No obstante, sostiene que la Corte Suprema, mediante acuerdo No. 348 del 3 de abril de 2002, suscrito por su Presidenta, determinó cancelar su  nombramiento “por no haber pasado satisfactoriamente el periodo de prueba”. Según la peticionaria, ello obedecería a la injerencia política sectaria en materia del personal por parte de la Corte Suprema, que destituye y nombra personal sin sujeción a la ley. 
10. Indica que haciendo uso de los recursos de la jurisdicción interna, el 9 de abril de 2002, recurrió el acuerdo de cancelación ante el Consejo de la Carrera Judicial, en donde aportó pruebas para demostrar que dicho acuerdo, además de ilegal era injusto y arbitrario. Sostiene que el 23 de mayo de 2003 solicitó al Consejo de la Carrera Judicial la resolución pronta de su caso, la que debió producirse dentro de los cinco días hábiles siguientes a la audiencia de evacuación de pruebas, que ocurrió el 29 de octubre de 2002. El 5 de mayo de 2004 solicitó por segunda vez se emita la resolución pendiente. Más de dos años posteriores a la interposición del recurso, el 29 de noviembre de 2004, a pesar de referirse a un caso sin mayor complejidad, el Consejo de la Carrera Judicial emitió  sentencia en la que declaró sin lugar el reclamo y confirmó la cancelación del cargo que desempeñaba como defensora pública.
11. Indica que la Corte Suprema infringió el debido proceso en materia de procedimiento de personal conforme a la Ley y Reglamento de la Carrera Judicial. Se violó el artículo 83 del Reglamento de la Ley de la Carrera Judicial, que establece que para que se produzca el Acuerdo de cancelación, debe mediar una petición del responsable de la dependencia de la cual el empleado cumple su periodo de prueba y la Corte Suprema puede cancelar el nombramiento cuando el informe de evaluación debidamente justificado, sea desfavorable al empleado. Sobre el particular, manifiesta que la Coordinadora Nacional de la Defensa Pública indicó a las autoridades que nunca le solicitaron que emita un informe respecto del desempeño de la presunta víctima. Por el contrario, indica que los informes de evaluación existentes le fueron favorables. Asimismo, alega que el procedimiento para la cancelación debe hacerse dentro de un periodo de 60 días calendario y habrían transcurrido dichos días hasta el 1º de abril de 2002, sin que se haya realizado conforme a la ley. Manifiesta que la Corte Suprema en su resolución indicó que el Acuerdo de cancelación surtía efectos a partir del 1º de abril de 2002, contraviniendo el principio de legalidad que establece expresamente que este tipo de resoluciones se notificarán personalmente. 
12. La peticionaria asimismo alega que solicitó el 17 de junio de 2005 copia del expediente de su caso seguido ante el Consejo de la Carrera Judicial, pero dicha entidad se negó a proporcionárselo – la peticionaria no indica fecha o circunstancia por la que se le haya negado el expediente-, en contravención con el artículo 13 de la Convención Americana.
13. La peticionaria indica que el 15 de noviembre de 2005 presentó un recurso de amparo en el que planteó la cancelación de su nombramiento como defensora y contra la negativa de acceso a la información solicitada. El recurso fue resuelto el 14 de agosto de 2007,  casi dos años después de interpuesto, desnaturalizando su carácter de recurso sumario y protector de derechos fundamentales.  La Corte Suprema determinó que el amparo fue presentado en forma extemporánea tomando como punto de partida las fechas en que se había producido el fallo del Consejo de la Carrera Judicial, y la fecha de presentación del amparo. Sin embargo, sostiene que la Corte Suprema debió de pronunciarse respecto del reclamo de la violación de su derecho de información, ya que el recurso de amparo se presentó en tiempo desde que su derecho fue alegadamente violado.
14. La peticionaria concuerda con el Estado en que se le cancelaron dos meses de salario, y se realizó el cálculo de derecho que conforme a ley le correspondía por el tiempo trabajado, pero ella se negó a recibir dicho monto.
15. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, la peticionaria invoca la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención por la demora en la resolución de su caso. Asimismo indica que el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establece que contra las resoluciones definitivas dictadas por el Consejo no cabe recurso alguno, ordinario o extraordinario. Consecuentemente la peticionaria sostiene que la presunta víctima, luego de recurrir a la Carrera Judicial, no estaba obligada a recurrir en amparo ni en otro recurso de la jurisdicción interna porque el artículo mencionado es claro en que en contra de los fallos del Consejo, no procede recurso.
B. 
El Estado 

16. El Estado alega que la petición debe ser declarada inadmisible ya que la peticionaria no agotó los recursos de la jurisdicción interna. Indica que la presunta víctima, con posterioridad a la presentación de la petición ante la CIDH, presentó el 15 de noviembre de 2005 un recurso de amparo en contra de la resolución del Consejo de la Carrera Judicial de fecha 29 de noviembre de 2004, que confirmó su cancelación en el cargo de Defensora Pública. Dicho recurso fue resuelto el 14 de agosto de 2007 sobreseyendo el juicio por haberse presentado en forma extemporánea, y por lo tanto consintiendo el acto gravoso recurrido. Según el Estado, al interponer dicho recurso, la peticionaria demostró que no había agotado todos los recursos de la jurisprudencia nacional de los que disponía.
17. El Estado alega que la presunta víctima en un principio orientó sus argumentos a que la decisión de separarla del cargo de Defensora Pública dentro del Poder Judicial, -que ocupó por 60 días- fue arbitraria, pues no estaba según su criterio, apegada al procedimiento establecido por la Ley de la Carrera Judicial. También adujo en su momento que se le negó el derecho de recurrir tal decisión, aunque quedó acreditado que posteriormente presentó un recurso de amparo. Posteriormente indica que la presunta víctima enfocó sus alegatos en contra de los miembros de la Corte Suprema, acusando inclusive a su Presidencia de hacer una especie de persecución política en su contra. 
18. Según el Estado, la Corte Suprema de Justicia, el 1 de abril de 2002, acordó cancelar el nombramiento de la presunta víctima en virtud de no haber pasado satisfactoriamente el periodo de prueba, habiéndosele pagado el 15 de abril de 2002 sus prestaciones laborales correspondientes al tiempo laborado. Se cancelaron sus dos meses de salario que recibió, y se le realizó el cálculo de los derecho que conforme a la Ley le correspondían por el tiempo trabajado, pero ella se negó a recibir dicho monto. Dicha cancelación, según el Estado, se hizo conforme al Reglamento de la Ley de la Carrera Judicial.
19. El Estado resalta que a la presunta víctima no se le contrató en forma definitiva por la Corte Suprema ya que ella se encontraba en periodo de prueba que es de 60 días hábiles cuando se dio por terminada su relación de trabajo, periodo dentro del cual, el patrono o trabajador puede poner término a su relación de trabajo sin responsabilidad alguna, ya que se trata de una etapa inicial que tiene por objeto por parte del patrono apreciar las aptitudes del trabajador y por parte de éste, observar las conveniencias de las condiciones de trabajo. 
20. El Estado indica que no procede discutir la procedencia o improcedencia de las decisiones dictadas por los órganos jurisdiccionales de un Estado dentro de los límites de su competencia, como si la CIDH constituyera una instancia más del sistema jurídico nacional a la que pudiera recurrirse cuando las resoluciones no fueran acordes con las pretensiones de los interesados. 
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
21. La peticionaria se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a Doris Argelia Arévalo Sierra, respecto de quien el Estado de Honduras se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Honduras es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de septiembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación, respectivamente. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de Honduras, Estado Parte en dicho tratado.  
22. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos 
23. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
24. En el presente caso, el Estado sostiene que la peticionaria no agotó los recursos de la jurisdicción interna y prueba de ello es que con posterioridad de la presentación de la petición, la peticionaria presentó un recurso de amparo que fue declarado extemporáneo. Por su parte, la peticionaria señala que en el presente caso se aplica la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención por la demora en la resolución de su caso. Asimismo indica que conforme al Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial, contra las resoluciones definitivas dictadas por el Consejo no cabrá recurso alguno, ordinario o extraordinario, por lo que conforme a dicha disposición, no estaba obligada a recurrir en amparo ni en otro recurso interno.
25. La Comisión ha expresado que para cumplir con el requisito de previo agotamiento, los peticionarios sólo deben agotar los recursos idóneos, es decir, los recursos disponibles y eficaces para remediar la situación denunciada. En el presente caso, la CIDH observa que la cancelación del nombramiento de la presunta víctima fue el 3 de abril de 2002, ante lo cual ésta presentó el 9 de abril de 2002 un recurso ante el Consejo de la Carrera Judicial que fue declarado sin lugar el 29 de noviembre de 2004. Al respecto, la CIDH observa que el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establece que: “Contra las resoluciones definitivas que emita el Consejo no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario”. 
26. El 15 de noviembre de 2005 la presunta víctima interpuso un recurso de amparo reclamando la cancelación de su nombramiento como defensora y la negativa del Consejo de la Carrera Judicial de acceso a su expediente. El recurso de amparo fue sobreseído el 14 de agosto de 2007 por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema por haber sido interpuesto en forma extemporánea. En su razonamiento, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema determinó que el texto del artículo 31 del Reglamento del Consejo de la Carrera Judicial, tiene como único objeto indicar que con la Resolución del Consejo, “se tiene por agotado el procedimiento gubernativo o administrativo como presupuesto de admisibilidad, para que la parte reclamante” […] acuda “a la jurisdicción constitucional a través de la Garantía del Amparo en caso de no se satisfactoria a sus intereses la decisión tomada por el Consejo de la Carrera Judicial.” Según la Corte Suprema, cualquier otra interpretación en el sentido de vedar el derecho de impugnar dicha decisión administrativa, sería contraria al derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25 de la Convención Americana”
.
27. La CIDH observa que el artículo 48 de la Ley sobre Justicia Constitucional de 2004 de Honduras establece que la acción de amparo deberá presentarse dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la última notificación al afectado o de aquélla en que este haya tenido conocimiento de la acción u omisión que, a su juicio, le perjudica o puede perjudicarle
. Es decir, respecto de la cancelación del nombramiento, la resolución a impugnar era de fecha 29 de noviembre de 2004 y el recurso de amparo fue presentado el 15 de noviembre de 2005. En relación a las alegaciones de la peticionaria respecto a la presunta negativa del Estado de proporcionar una copia del expediente a nivel interno solicitada el 17 de junio de 2005, en base a los documentos proporcionados por las partes, la Comisión no cuenta con información suficiente.

28. En virtud de lo anterior y, considerando que para que sea admisible una denuncia es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, la Comisión considera que en el presente caso, si bien la peticionaria tuvo acceso a los recursos internos que ofrece la legislación hondureña, agotó en forma extemporánea los recursos en los términos que establece el artículo 46.1.a de la Convención Americana
.
29. En consecuencia, la Comisión se abstiene, por sustracción de la materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad contemplados en la Convención.
V.
CONCLUSIONES

30. La Comisión concluye, en relación a las alegadas violaciones de la Convención, que la peticionaria agotó de forma extemporánea los recursos internos a fin de cumplir con el requisito del agotamiento previo de los recursos internos establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.

31. Dadas las consideraciones de hecho y de derecho que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:


1.
Declarar inadmisible el presente caso.


2.
Notificar de esta decisión a las partes.


3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2013.  A favor:; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta, Rodrigo Escobar Gil; Felipe González, Dinah Shelton y José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente (en disidencia). El voto disidente del Presidente José de Jesús Orozco Henríquez se incluye a continuación del presente informe.
VOTO RAZONADO DISIDENTE QUE PRESENTA EL COMISIONADO JOSÉ DE JESÚS OROZCO HENRÍQUEZ AL INFORME DE INADMISIBILIDAD DE LA PETICIÓN 692-04 PRESENTADA POR “DORIS ARGELIA ARÉVALO SIERRA” EN CONTRA DE HONDURAS

1. Con pleno reconocimiento al alto profesionalismo de las comisionadas y los comisionados que conforman la mayoría, con fundamento en el artículo 19 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, me permito formular VOTO RAZONADO DISIDENTE con relación al informe de inadmisibilidad de la petición 692-04 presentada por “Doris Argelia Arévalo Sierra” en contra de Honduras, por haber estimado dicha mayoría en el párrafo 28 del propio informe que la peticionaria agotó en forma extemporánea los recursos de jurisdicción interna del Estado Hondureño, en términos del artículo 46, párrafo 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

2. En opinión del suscrito, en aplicación de los precedentes jurisprudenciales y estándares interamericanos vertidos en los pronunciamientos tanto de la Corte Interamericana como de la propia Comisión, se debió concluir que en el presente asunto la petición en referencia era admisible y que la peticionaria cumplió con el requisito de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, en virtud de las siguientes razones jurídicas:

A.
Recursos interpuestos por la peticionaria:

3. De acuerdo con los hechos narrados en la petición, tras la cancelación del nombramiento como defensora pública de la presunta víctima el 3 de abril de 2002, ésta presentó el 9 de abril de 2002 un recurso ante el Consejo de la Carrera Judicial que fue declarado sin lugar el 29 de noviembre de 2004. Contra esta resolución, según el marco jurídico hondureño, no procedía recurso alguno. En efecto, el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establece que:

“Contra las resoluciones definitivas que emita el Consejo no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario”.

4. El 15 de noviembre de 2005 la presunta víctima interpuso un recurso de amparo reclamando la cancelación de su nombramiento como defensora. El recurso de amparo fue sobreseído el 14 de agosto de 2007 por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema por haber sido interpuesto en forma extemporánea. En su razonamiento, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema determinó que, de haber interpuesto el recurso a tiempo, podría haber conocido del recurso puesto que “cualquier otra interpretación en el sentido de vedar el derecho de impugnar dicha decisión administrativa, sería contraria al derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25 de la Convención Americana”. 

B.
La decisión de la mayoría

5. La mayoría del pleno de la Comisión Interamericana, según se desarrolla  en el párrafo 28 del informe y en la nota al pie 3 del mismo, consideró que, no obstante la prohibición legal de acudir a interponer recursos extraordinarios, cuando la peticionaria decidió interponer un recurso adicional a nivel interno, como el recurso de amparo, debió cumplir con las reglas formales para que el recurso pudiera producir sus efectos, es decir, ser interpuesto en el plazo previsto en la ley. De allí, la mayoría consideró que la peticionaria agotó indebidamente los recursos en los términos que establece el artículo 46.1 de la Convención Americana.

C.
Jurisprudencia en relación con las restricciones normativas internas que imposibilitan el agotamiento de recursos y su relación con el derecho de protección judicial

6. En su jurisprudencia, la Corte Interamericana ha conocido de situaciones en las cuales existen prohibiciones en los marcos legales de los Estados parte de la Convención para agotar recursos adicionales ordinarios o extraordinarios frente a la resolución de un órgano administrativo, en las cuales los peticionarios han agotado los recursos adicionales con posterioridad al plazo establecido en la ley para su normal interposición, siendo declarados improcedentes en el ámbito interno en razón de su extemporaneidad.

7. Así, en el Caso de los Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) la Corte Interamericana observó que el artículo 9 del Decreto Ley No. 25640 prohibía expresamente la posibilidad de interponer la acción de amparo contra las resoluciones de cese de trabajadores de una Comisión Administradora creada con el objetivo racionalizar el personal del Congreso de la República. En dicho caso, atendiendo a la inseguridad jurídica existente sobre el agotamiento de los recursos, algunos de los peticionarios no interpusieron acción de amparo hasta dos años después, los cuales fueron declarados improcedentes por considerar que los recurrentes no habían interpuesto el recurso dentro del plazo establecido en la ley.

8. Respecto de la prohibición establecida en la norma de agotar recursos adicionales, la Corte consideró que dicha prohibición constituía “una norma de aplicación inmediata, en tanto sus destinatarios se ven impedidos ab initio de impugnar cualquier efecto que estimaren perjudicial”
. Asimismo, en cuanto al efecto que tenía en los derechos de las víctimas, la Corte señaló que:

una normativa que contenga una prohibición de impugnar los eventuales efectos de su aplicación o interpretación no puede ser considerada en una sociedad democrática como una limitación válida al derecho a un real y efectivo acceso a la justicia de los destinatarios de esa normativa …  a la luz de los artículos 8 y 25 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención
.

9. En cuanto a la extemporaneidad en la interposición del recurso de amparo en el caso, la Corte consideró que la “situación de desprotección e inseguridad jurídica, propiciada por la vigencia del artículo 9 del Decreto Ley No. 25640 en particular, se vio reflejada en que durante más de dos años las presuntas víctimas no intentaran interponer una acción de amparo”. La Corte Interamericana indicó que, si bien “en el orden interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre las cuales se encuentran también las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a las mismas”, “[c]uando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin
.

10. Como lo estableció la Corte en dicho caso, la prohibición de acudir a agotar recursos adicionales se advertía en el caso como una limitación a la posibilidad de acceso a la justicia contenido en los artículos 8 y 25 de la Convención, por lo tanto,  como parte del “control de convencionalidad”, la Corte consideró que el Tribunal interno no se podía limitar exclusivamente a realizar dicho control en el fondo del asunto, sujetándolo esta posibilidad a los actos procesales de los peticionarios. Lo anterior, en virtud de que en dicho caso la normativa que limitaba la impugnación respecto del procedimiento de evaluación y eventual cesación de las presuntas víctimas había creado un “clima de inseguridad jurídica” que influyó en que los peticionarios no tuvieran “certeza acerca de la vía a la que debían o podían acudir para reclamar los derechos que se consideraran vulnerados”
.

11. Consecuentemente, tomando en cuenta la ausencia de control de la convencionalidad de la norma que prohibía el agotamiento de recursos adicionales en sede interna y la ausencia de valoración de que la interposición extemporánea se debió al propio clima generado por la prohibición establecida en la norma, la Corte determinó que los recursos internos existentes no fueron efectivos para los efectos de una adecuada y efectiva garantía del acceso a la justicia de las víctimas cesadas del Congreso peruano, en los términos de la Convención Americana.

12. En dicho caso, además, la Corte se refirió a la importancia de que la existencia de los recursos que ofrece un Estado sea suficientemente cierta. Al respecto, la Corte Interamericana citó el caso Akdivar vs. Turquía, en el cual su la Corte Europea de Derechos Humanos estableció, inter alia, que la existencia de los recursos internos debe ser suficientemente cierta, no sólo en teoría sino también en la práctica, en cuyo caso contrario no cumplirán con la accesibilidad y efectividad requeridas. Dicha Corte estimó que se debe tomar en cuenta tanto la existencia de recursos formales en el sistema jurídico del Estado en cuestión como el contexto general legal y político en el cual operan, así como las circunstancias personales de los peticionarios o demandantes
. 

D.
Aplicación de los anteriores estándares en la petición bajo análisis

13. En el asunto en referencia se observa que en el marco jurídico hondureño el artículo 9 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial establecía que contra la resolución del Consejo “no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario”. Asimismo, a pesar de la anterior restricción, la peticionaria decidió agotar el recurso de amparo, que fue resuelto por el juzgador como extemporáneo, sin pronunciarse sobre el fondo del mismo.

14. Considero que en el apartado de agotamiento de los recursos internos del presente informe se debió concluir el cumplimiento del requisito por la falta de efectividad prima facie de los recursos ofrecidos en la jurisdicción interna. Al respecto, dicha falta de efectividad, para los efectos de admisibilidad, resulta prima facie identificable con la omisión del juzgador hondureño de realizar un “control de convencionalidad” para eliminar la prohibición normativa que impedía interponer recursos judiciales, a efecto de poder resolver la posible situación jurídica infringida. Como parte de este control, considero que tomando en consideración la ratio decidendi del precedente de la Corte Interamericana correspondiente al citado Caso de los Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros), el Tribunal Hondureño debió haber admitido el recurso, reconociendo que la prohibición normativa de interponer un recurso establecida en el Reglamento Interno de Carrera Judicial creó un “clima de inseguridad jurídica” que afectaba la certeza sobre la existencia de alguna vía a la que la peticionaria podía acudir para reclamar su derecho que estimaba vulnerado, incidiendo determinantemente en el plazo para la interposición del mismo.

15. Si bien, en el ámbito de la Comisión Interamericana ha sido práctica consistente en materia de admisibilidad que “la Comisión no puede considerar admisible una petición cuando los recursos internos han sido rechazados con fundamentos procesales razonables y no arbitrarios”
, la Comisión ha indicado también que “para efectos del cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida”
. La Comisión ha aceptado también que puede revelarse en los casos alguna “circunstancia particular que le hubiera dispensado [al peticionario] de presentar[…] [el recurso] en tiempo oportuno según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos
. 

16. Por las razones indicadas, considero que a los efectos de la admisibilidad de la presente petición, el pleno de la Comisión Interamericana debió haber valorado el efecto que tuvo la prohibición normativa del Reglamento Interno de la Carrera Judicial en el plazo de interposición del recurso de amparo y la ya identificada prima facie falta de efectividad de los recursos internos, al no haberse realizado un control de convencionalidad adecuado de dicha norma en sede interna a fin de dar un efecto útil al derecho de protección judicial.

17. Por otro lado, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Interamericana, cuando un Estado considera que los recursos no han sido debidamente agotados por un peticionario, corresponde a éste probar que los recursos que no se agotaron adecuadamente son adecuados y efectivos
.  En el presente asunto, el Estado en ningún momento presentó información que probara que en la práctica el recurso de amparo fuera efectivo para situaciones similares a la que se encontraba la peticionaria, y que hubiera dado curso a los recursos de amparo pese a la prohibición normativa expresamente establecida en el artículo 9 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial. No es óbice para lo anterior el argumento de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema en el sentido de que, de haber interpuesto la hoy peticionaria el recurso de amparo a tiempo, podría haber conocido del recurso, puesto que “cualquier otra interpretación en el sentido de vedar el derecho de impugnar dicha decisión administrativa, sería contraria al derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25 de la Convención Americana”, toda vez que de lo que se trataba no era sólo de ejercer un control de la convencionalidad respecto de la ausencia de un recurso efectivo para combatir la decisión del Consejo de la Carrera Judicial sino de corregir también en sede interna la violación al derecho a la protección judicial por la inseguridad jurídica y correspondiente falta de certeza causada por el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial.

18. Finalmente, atendiendo a que la petición fue presentada con anterioridad al fallo de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema y el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que, en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, en mi criterio, también debería haberse considerado cumplido el requisito del plazo para la presentación de la petición previsto en el artículo 46 de la Convención Americana.

19. Consecuentemente, al estar satisfechos todos los requisitos establecidos en el artículo 46 de la Convención Americana, considero que la presente petición debió ser declarada admisible por el pleno de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

�  La  Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema señaló expresamente que: “Cualquier otra interpretación en el sentido de vedar el derecho de impugnar dicha decisión administrativa, atenta contra el reconocido derecho a la protección judicial, el cual al tenor del artículo 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos se refiere al derecho de toda persona a contar un con recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la misma Convención, aún cuando tal violación sea cometida  por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. Sentencia de Amparo emitida por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Recurso de Amparo Administrativo No. 1491-05/47-06, 14 de agosto de 2007.


� Artículo 48 de la Ley sobre Justicia Constitucional de 2004 de Honduras.


� Si bien la CIDH ha señalado que el artículo 31 del Reglamento Interno del Consejo de la Carrera Judicial que establece que “contra las resoluciones definitivas que emita el Consejo no cabrá recurso alguno, ordinario ni extraordinario”,  imposibilitaría la interposición de un recurso de amparo y de cualquier recurso; (Ver Informe de Admisibilidad  No. 70/11, Adán Guillermo López Lone y Otros (Honduras), 31 de marzo de 2011); la CIDH considera que en este caso en particular, la peticionaria, al interponer un recurso a nivel interno, como el recurso de amparo, debió de cumplir con las reglas formales para su interposición, es decir, en el plazo previsto en la ley.
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